Poder Judicial de la Nación
   Año del Bicentenario

“C., A. E. c/ BUENOS AIRES LAWN TENNIS CLUB s/ DAÑOS Y PERJUICIOS” – Sala “G”.
Buenos Aires,                    23                       de septiembre de 2010.-

Y VISTOS: Y CONSIDERANDO:
I. E En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 23 días de septiembre de Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos caratulados: "C., A. E. c/ BUENOS AIRES LAWN TENNIS CLUB s/ DAÑOS Y PERJUICIOS", respecto de la sentencia de fs. 1571/1576, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

NO ¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores CARLOS CARRANZA CASARES-CARLOS ALFREDO BELLUCCI-BEATRIZ AREÁN.- 

A la cuestión planteada el Señor Juez de Cámara Doctor Carranza Casares dijo: 

I.- La sentencia de fs. 1571/1576 rechazó la demanda por daños y perjuicios promovida por A. E. C.por sí y en representación de sus hijos F. E, M. D. y J. B. C. contra Buenos Aires Lawn Tennis Club. 

A tal fin expresó que cabía aplicar las reglas atinentes a los contratos, que la revisión judicial de las sanciones disciplinarias de las asociaciones debe limitarse a controlar la legitimidad de la decisión, que había quedado acreditada la autenticidad del sumario interno del club que había derivado en la expulsión del actor, que este no había impugnado la decisión de la asamblea extraordinaria que había ratificado la de la comisión directiva y que la cuestión de la exhibición de películas pornográficas denunciada tardíamente a la institución no constituía el tema principal por el que se había promovido la demanda, sino el sumario iniciado en su contra con anterioridad. 

II.- Los actores y el Ministerio Pupilar apelaron el fallo. El memorial de los primeros se agregó a fs. 1600/1619 y fue contestado a fs. 1621/1627; en tanto que la Defensora Pública de Menores e Incapaces de Cámara mantuvo y fundó la apelación de grado a fs. 1631/1632.Se agravian de que no se haya tenido en cuenta la relación contractual respecto de los hijos codemandantes y de que no se haya reparado en el deber de vigilancia del club. Dice que ha quedado demostrada la exhibición de películas obscenas, e invoca la existencia de un boicot social promovido por la demandada en su contra. 

Se quejan de que la sentencia haya tomado en consideración el sumario iniciado por la asociación contra A. E. C. por estimar que ha sido irregular, antedatado y ajeno al daño provocado a los menores de edad. Aduce que no es cierto que recién hubiera puesto de manifiesto la cuestión de las películas pornográficas al contestar la vista que se le había corrido en el aludido sumario. 

Expresan que la falta de impugnación de la validez de la decisión adoptada por la asamblea extraordinaria resulta una circunstancia ajena a la pretensión planteada en la causa. 

III.- Ante todo debo destacar que A. E. C. no impugnó oportunamente la validez de la decisión de la asamblea extraordinaria que ratificó la expulsión decretada por la comisión directiva del club, como así también que el presente juicio no tiene por objeto que se deje sin efecto tal resolución. 

Ahora bien, contrariamente a lo argumentado por los recurrentes, esto no constituye una circunstancia ajena a sus pretensiones, desde que tal expulsión ha sido uno de los hechos sobre los cuales fundó la presente demanda (fs.124). 

Por lo demás, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con arreglo a una reiterada y pacífica doctrina, ha recordado que la justicia sólo debe limitarse a ejercer, en los supuestos de sanciones disciplinarias dispuestas por asociaciones de la índole de la aquí accionada, un control de legalidad y razonabilidad, mas si no median tales extremos puntuales de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta, o de "injusticia notoria", en manera alguna puede inmiscuirse en el análisis acerca del mérito o conveniencia del acto, a modo como, valga la comparación con las salvedades del caso, tampoco puede suplir la esfera propia del poder ejecutivo al revisar la legalidad o falta de razón del acto administrativo (cf. entre otros doctrinarios de renombre, Ludwing Enneccerus, León Michaud, Maurice Gherin, Eduardo Busso, José M. López Olaciregui, Raimundo Salvat, Jorge J. Llambías, Guillermo A. Borda, según sus obras citadas en el punto 6° del voto preopinante del caso publicado en La Ley, t. 127, pág. 1077; Fallos: 323:1042 ). 

En sentido concordante, se ha expresado que las impugnaciones que se formulen por vía judicial con motivo de sanciones disciplinarias impuestas por asociaciones civiles resultan, como regla, improcedentes y sólo deben admitirse cuando aquellas signifiquen el desconocimiento evidente de garantías constitucionales, sin que el órgano judicial pueda sustituir a los órganos estatutarios competentes para constituirse en tribunal de alzada de cuestiones que hacen al ejercicio de poderes disciplinarios (cf. C.N.Civ., sala D, R. 65.163, del 30/11/99; íd., sala B, R. 275.337, del 17/8/99; íd., sala F, L.153.269, del 9/12/94; íd., sala M, "Montero, Belisario c/ Club Universitario de Buenos Aires", del 7/3/06, en La Ley del 24/8/06). 

Se ha dicho también que queda al margen de la revisión jurisdiccional de los jueces todo lo relativo a los criterios que dentro de un marco de legalidad puedan haber inspirado la decisión de la asociación, como la conveniencia o inconveniencia de seguir una política de rigidez o flexibilidad en las sanciones, porque una apreciación tal incumbe a sus autoridades, claro está, siempre que la decisión no sea arbitraria (cf. C.N.Civ., sala F, "Beovide Temperley, María c/ Club Francés", del 1/7/82, en Jurisprudencia Argentina 1984-I, p. 646 y sus numerosas citas). 

Desde esta perspectiva no se advierte que hubiera habido una afectación del derecho de defensa del sumariado, que ha tenido oportunidad de efectuar sus correspondientes descargos y producir prueba. Es más, los testigos por él mismo propuestos, lejos de favorecer su postura, afirmaron la existencia algunos de los hechos que se le imputaban. Así, el declarante de fs. 48 de ese sumario (anexo X) manifestó que A. E. C. había utilizado un tono altamente desagradable al encarar a un profesor de tenis de su hijo por no haberlo incluido en una competencia; el de fs. 49 que lo había increpado "fuera de lugar" en público; en tanto que el de fs. 26 sostuvo, entre varias cosas, que había discutido con otro profesor al que había tildado de evasor impositivo. Otro de los testigos ya había narrado a fs. 3 diversas manifestaciones injuriosas contra el club y otro tanto habían expresado los comparecientes a fs. 4 y 8; otros a fs.5 y 6 dieron cuenta de que había increpado duramente y con términos agraviantes y fuera de lugar al encargado del vestuario. 

A todo lo cual ha de sumarse el uso de un ropero sin abonar su costo, que no ha sido desconocido por la parte recurrente y las manifestaciones descalificatorias, vertidas en su descargo, atinentes a la vida privada de otros consocios, que nada aportaban a su defensa (fs. 18/23 anexo X). 

Tampoco se ha acreditado la afirmación de los apelantes en cuanto a que la fecha de comienzo del sumario habría sido antedatada (cf. negativa de reconocimiento de firma de fs. 708 y peritaje contable de fs. 998), ni que ello -sólo por hipótesis- hubiera incidido en su proceso y resultado. 

Vale decir que no es objetable la expulsión de A. E. C. de la entidad demandada debida a las transgresiones estatutarias a él imputadas. 

IV.- En cuanto a la invocada proyección de películas pornográficas en el denominado Bar de los Chicos en presencia de un profesor de tenis del club y a través de compras al sistema de televisión digital con el método denominado pay per view (fs. 280/302 de la causa penal N° 9253/5 y fs. 611/667 de la presente), no se ha alegado -ni menos aún probado- que los hijos, entonces menores de edad, de A. E. C. hubieran presenciado tal exhibición. 

El único día en el que puede considerarse probado que tuvo lugar esa proyección en presencia de personas menores de edad -durante cinco o cuarenta y cinco minutos y con o sin la intervención del entrenador, según las distintas versiones, recogidas especialmente a fs. 140/141, 143/146, 147/149, 198/199, 205/207, 239/240, 241/242, 248/249 y 321/324 de la causa penal N° 9253/5, promovida por A. E. C. contra el aludido profesor y otro socio por el delito previsto en el art. 128 del Código Penal, que culminó con el sobreseimiento de fs. 423/431, confirmado a fs.481/484 y el rechazo del recurso de casación de la querella de fs. 566/570-, ninguna participación les cupo a los vástagos nombrados. Y ello es corroborado por la declaración de fs. 958/964 de estas actuaciones. 

Consecuentemente -y más allá del reproche que pueda haber merecido la asociación por haber permitido que ocurriera tal hecho- no se verifica un perjuicio en cabeza de los apelantes. 

El daño para ser resarcible, obviamente, ha de ser personal de quien lo sufre (cf. C.N.Civ., sala E, "R., G. R. c/ Instituto de las Clínicas Cardiovasculares S.A.", del 30/11/98, en Jurisprudencia Argentina 2000-II, p. 587; íd., esta sala, L. 513.357, del 23/2/09 y L. 535.937, del 23/10/09). 

V.- No ha de correr mejor suerte el agravio vinculado con un supuesto boicot social implementado por la comisión directiva de la entidad. Más allá de la duda que genera la cuestión acerca de si no saludar a una persona o no jugar con ella al tenis constituyen actos antijurídicos que den lugar a una indemnización, lo cierto es que los recurrentes se hallan muy lejos de haber demostrado que tales actitudes se debieron a un plan orquestado por la comisión directiva del club, como para endilgarle responsabilidad a la institución. 

Los numerosos testimonios que se encuentran en el presente pleito como los de fs. 700/702, 703/705, 706/708 y 709/710 y el de fs. 185/186 de la causa penal N° 955 incoada por A. E. C. por injurias contra un consocio, por el contrario, dan cuenta de un generalizado desacuerdo de los asociados con las actitudes del nombrado. 

Aun los te stigos propuestos por la parte actora corroboran esta desaprobación de gran parte de los consocios, sin que pueda inferirse que ello se debió a un plan, propuesta o sugerencia de la comisión directiva (fs.684/689, 711/716, 834/841, 858/964). 

Lo presumible, entonces, es que esta discordancia con el comportamiento del mencionado, que derivó nada menos que en su desvinculación del club, es lo que hubo de provocar el distanciamiento de muchos asociados. Tanto es así que un importante número de ellos efectuó presentaciones contrarias a las imputaciones efectuadas por A. E. C. (fs. 63/71 del anexo XVIII) y, lo que es más, en la asamblea extraordinaria celebrada el 23 de junio de 2001con la presencia de un veedor de la Inspección General de Justicia, la expulsión del nombrado fue ratificada por 196 votos contra 3 (anexo XIII). 

VI.- En mérito de lo expuesto, después de haber examinado los argumentos y pruebas conducentes, propongo al acuerdo confirmar la sentencia recurrida, con costas de alzada a la parte vencida (art. 68  del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carlos Alfredo Bellucci y Beatriz Areán votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el Doctor Carranza Casares. Con lo que terminó el acto. 

Buenos Aires, 23 de septiembre de 2010.- 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, oída la Sra. Defensora Pública de Menores e Incapaces de Cámara, SE RESUELVE: 
I.- Confirmar, con costas de alzada, el pronunciamiento apelado. 
II.- Los honorarios se regularán una vez establecidos los de la instancia anterior. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo, del Código Procesal. 
Notifíquese -a la citada magistrada en su despacho- y devuélvase. 
Carlos A. Bellucci       Beatriz Areán         Carlos A. Carranza Casares
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